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SENTENCIA 
 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 20 de abril de 2021. 

Acude ante nosotros el señor Juan A. Velázquez Nadal, 

(recurrente), miembro de la población penal, mediante recurso de 

revisión judicial. Solicita que ordenemos al Departamento de Corrección 

y Rehabilitación (el Departamento) que lo traslade de la institución 

donde se encuentra confinado, Institución Ponce Adultos 1000, a la 

Institución Guerrero en Aguadilla, por razones salud. Sin embargo, al 

revisar el recurso presentado nos percatamos que no fueron incluidos 

los aranceles correspondientes, pero tampoco se acompañó una petición 

para solicitarnos litigar in forma pauperis.  

Previendo un posible estado de indigencia del peticionario, por su 

estado de confinamiento, el 10 de marzo de 2021, emitimos una 

Resolución concediéndole diez días para que nos presentara la solicitud 

para litigar in forma pauperis. Se le advirtió expresamente en el mismo 

documento que el incumplimiento con nuestra orden acarrearía la 

desestimación del recurso.  
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Ha pasado el término concedido en exceso, para que el 

peticionario cumpliera con lo requerido, pero no hemos recibido noticia 

alguna de este, por lo que procede disponer del asunto.  

I. Exposición de Derecho 

A. Jurisdicción 

La jurisdicción se ha definido como el poder o autoridad de un 

tribunal para considerar y decidir casos y controversias. Yumac Home v. 

Empresas Massó, 194 DPR 96 (2015); Horizon Media v. Jta. Revisora, RA 

Holdings, 191 DPR 228, 233 (2014). Tanto los foros de instancia como 

los apelativos tienen el deber de, primeramente, analizar en todo caso si 

poseen jurisdicción para atender las controversias presentadas, puesto 

que los tribunales estamos llamados a ser fieles guardianes de nuestra 

jurisdicción, incluso cuando ninguna de las partes invoque tal defecto. 

Horizon Media v. Jta. Revisora, RA Holdings, supra; Shell Chemical v. 

Srio. Hacienda, 187 DPR 109, 122-123 (2012). Ello responde a que las 

cuestiones jurisdiccionales son materia privilegiada y deben resolverse 

con preferencia a los demás asuntos. Mun. San Sebastián v. QMC 

Telecom, O.G.P., 190 DPR 652, 659 (2014). García v. Hormigonera 

Mayagüezana, 172 DPR 1, 7 (2007).   

En consonancia, constituye norma reiterada el de la importancia 

de cumplir con los términos, debido a que un recurso presentado de 

modo prematuro, al igual que uno tardío, priva de jurisdicción al 

tribunal al cual se recurre. SLG. Szendrey-Ramos v. F. Castillo, 169 DPR 

873, 883 (2007). Por tanto, si determinamos que no tenemos 

jurisdicción sobre un recurso o sobre una controversia determinada, 

debemos así declararlo y proceder a desestimarlo. Mun. San Sebastián v. 

QMC, supra. Una apelación o un recurso prematuro, al igual que uno 

tardío, sencillamente adolece del grave e insubsanable defecto de falta 

de jurisdicción. Rodríguez v. Segarra, 150 DPR 649 (2000). En 

consecuencia, su presentación carece de eficacia y no produce ningún 
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efecto jurídico, pues en el momento de su presentación no ha habido 

autoridad judicial o administrativa para acogerlo. Íd.  

B. Perfeccionamiento 

Entre las condiciones para el perfeccionamiento de un recurso 

está el pago de los aranceles de presentación, lo cual incluye el adherir 

los sellos de rentas internas. Gran Vista I v. Gutiérrez y otros, 170 DPR 

174, 188 (2007). Si se omite la adhesión de dichos sellos a un 

documento judicial, el escrito es nulo e ineficaz. Íd., pág. 189;           

M-Care Compounding Pharmacy et als. v. Depto. de Salud et al., 186 DPR 

159, 176 (2012); Maldonado v. Pichardo, 104 DPR 778, 781 (1976). 

(Énfasis provisto). Con ello se evita la evasión tributaria que defrauda al 

fisco. Íd.  

 No obstante, el Tribunal Supremo ha reconocido determinadas 

circunstancias en las que el omitir los aranceles correspondientes no 

conlleva la sanción de nulidad. Una de dichas excepciones atiende los 

casos en que la parte promovente es indigente. M-Care Compounding 

Pharmacy et als. v. Depto. de Salud et al., supra.  

Las disposiciones que permiten la litigación in forma pauperis 

cumplen con el objetivo de abrir las puertas de los foros judiciales a 

todos los ciudadanos, independiente de su capacidad económica para 

sufragar los gastos relacionados al litigio de sus reclamaciones. Gran 

Vista I v. Gutiérrez y otros, supra, págs. 185-186. Por tal motivo, para 

poder litigar in forma pauperis, un litigante solamente tiene que 

demostrar que por razón de pobreza no puede pagar los aranceles. 

Íd. (Énfasis provisto). 

A nivel apelativo también se permite la litigación sin la 

presentación de los aranceles correspondientes por razones económicas. 

Regla 78 de nuestro Reglamento, (4 LPRA Ap. XXII-B). Por excepción, si 

una persona solicita por primera vez en la etapa apelativa que se le 

permita litigar como indigente, sin que medie fraude o colusión de su 
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parte, y el tribunal rechaza su petición, no se desestimará su recurso si 

presenta los aranceles correspondientes después de vencido el plazo 

apelativo, una vez se deniega la solicitud para litigar in forma pauperis. 

M-Care Compounding Pharmacy et als. v. Depto. de Salud et al., supra.  

Finalmente, cuando el impago de los aranceles es atribuible a la 

parte o su abogado, y no acontecen unas de las excepciones 

identificadas por la jurisprudencia, el recurso presentado se considerará 

nulo y, por consiguiente, carecerá de validez. Íd. 

C. Desestimación  

La Regla 83 de nuestro Reglamento, (4 LPRA Ap. XXII-B) establece 

las circunstancias en que este foro intermedio puede desestimar un 

recurso presentado. En lo que resulta pertinente al caso ante nuestra 

consideración, establece:   

(B) Una parte podrá solicitar en cualquier momento la 
desestimación de un recurso por los motivos siguientes:   

  
(1) que el Tribunal de Apelaciones carece de jurisdicción;   

  
(2) que el recurso fue presentado fuera del término de 
cumplimiento estricto dispuesto por ley sin que exista 
justa causa para ello;    

  
…  
 

(C) El Tribunal de Apelaciones, a iniciativa propia, podrá 
desestimar un recurso de apelación o denegar un auto 
discrecional por cualquiera de los motivos consignados en el 
inciso (B) precedente.  

 
(Énfasis nuestro y texto omitido del original).  

 

II.  Aplicación del Derecho a los hechos 

Como adelantamos, en el caso ante nuestra consideración le 

concedimos oportunidad al peticionario para la presentación de una 

solicitud para ser autorizado a litigar in forma pauperis, de ello aplicar, 

so pena de desestimación de su recurso. Sin embargo, habiendo 

transcurrido el término concedido para cumplir con nuestra Resolución 

en exceso, (han transcurrido más de veinte días), aun el peticionario no 

ha comparecido. Hemos permitido el transcurrir del doble del término 

concedido al peticionario para que cumpliera con nuestra Resolución, 
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por razón de su particular situación como confinado, pero, ante su 

ausencia de respuesta, entonces solo nos compete declarar nulo e 

ineficaz el recurso presentado. 

Al tomar esta ruta decisoria lo hacemos reconociendo las 

circunstancias particulares de las personas recluidas en prisión y que, 

con el fin de evitar la privación del acceso a la justicia, se nos llama a no 

dar una aplicación automática e inflexible de los requisitos 

reglamentarios. Ver, Álamo Romero v. Adm. De Corrección, 175 DPR 314 

(2000). Sin embargo, también es un precedente en nuestro 

ordenamiento jurídico que la realidad del confinado no constituye 

automáticamente justa causa para eximir el cumplimiento de un requisito 

impuesto por ley. Rosario Mercado v. E.L.A., 189 DPR 561 (2013). Por lo 

cual, ausente alguna razón justificada para que el recurrente hubiese 

prescindido de la presentación del pago de aranceles correspondientes, 

como también está ausente la presentación de la Declaración en apoyo 

de solicitud para litigar como indigente que le requerimos, solo 

corresponde desestimar por resultar el escrito presentado nulo e 

ineficaz.  

III. Parte Dispositiva 

Por los fundamentos que anteceden, desestimamos el recurso 

presentado, ante la ausencia de jurisdicción.  

Lo pronunció y manda el Tribunal y lo certifica su Secretaria. 

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


